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Desata la Sala por medio del presente fallo, la impugnación presentada por el Representante Legal del Seguro Social contra el fallo de tutela proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, que concedió el amparó del derecho de petición dentro del trámite constitucional iniciado a instancias de la señora MARÍA DE LOS ÁNGELES VIDAL BEDOYA. 
1.- SOLICITUD  

En formato prediseñado por la Defensoría del Pueblo, la accionante consignó los datos pertinentes para informar que el Instituto del Seguro Social le había vulnerado su derecho de petición, ya que desde el catorce (14) de octubre de dos mil cinco (2005) había radicado escrito en esa entidad, mediante el cual pedía el cambio de E.P.S., sin que a la fecha de presentación de la tutela (9 de noviembre), se le hubiera suministrado la respuesta pertinente. 
2.- FALLO

El señor Juez de instancia, luego de analizar el contenido de la respuesta suministrada por la entidad accionada, en el sentido que ya le había informado a la peticionaria que no podía cambiar de E.P.S. debido a que adeudaba los aportes respecto del ciclo 04 del año 2004; concluyó que por razones desconocidas en el trámite iniciado, fue el mismo Seguro Social el que no descontó de la nómina lo pertinente a los aportes del mes de abril del año dos mil cuatro (2004), ya que para esa fecha la actora ostentaba la calidad de pensionada. Por tanto, razón tenía la accionante cuando manifestaba que en ningún momento ella efectuaba pagos y que por el contrario, era el Seguro el que efectuaba los descuentos pertinentes.

En esas condiciones, si bien era cierto el rechazo del traslado respondía la petición formalmente considerada, advertía el funcionario fallador que el derecho constitucional de petición no había sido satisfecho cuando a la actora simplemente se le informaba que debía aclarar el ciclo que tenía en mora, ya que era responsabilidad del Seguro entrar a corregir la omisión de descuento para darle paso a la solicitud de la petente.
Se fundamentó en jurisprudencia de la Corte Constitucional según la cual el funcionario no sólo estaba obligado a responder, sino que también debía esclarecer dentro de lo posible, el camino jurídico que permitiera al peticionario la solución de su problema, y con este panorama en mente, procedió a tutelar el derecho de petición y dispuso que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes el Representante Legal del Seguro Social, informara las diligencias internas que realizaría la entidad encaminadas a descontar el aporte correspondiente al ciclo que se echaba de menos.

3.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Seguro Social impugnó la decisión y volvió a señalar que en efecto, mediante oficio No. 5884 del treinta y uno (31) de octubre del año anterior, se había contestado el derecho de petición elevado por la accionante, donde se le informaba que hasta tanto aclarara el ciclo que tenía en mora, se le negaba la solicitud de traslado con destino a la E.P.S. COOMEVA, por tanto, debía seguir cotizando al Seguro. Una vez aclarara lo pertinente, podría si era su deseo, solicitar nuevamente el traslado a la E. P. S., la que a su vez debía solicitar la autorización del Departamento Nacional de Afiliación y Registro con sede en Bogotá. 
Estimaba por tanto que el derecho de petición había sido adecuadamente respondido, incluso, copia del oficio mencionado se había aportado al trámite. Si lo que la accionante pretendía era el cambio de E.P.S. no era la tutela el medio adecuado para ello, dado que lo solicitado era un trámite administrativo que debía ser solicitado en sus dependencias.

Solicitó la revocatoria del fallo proferido.

4.- SE CONSIDERA
De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito, en su rol de juez constitucional.

Tal vez una de las garantías constituciones fundamentales más desarrolladas jurisprudencialmente sea aquella concerniente con el Derecho de Petición, consagrado en el art. 23 de la Constitución Nacional, cuyo objetivo es precisamente garantizar a las personas dentro de un término previamente definido, una decisión de fondo que les permita, por ejemplo, establecer una estrategia a seguir. Al respecto, se ha dicho: 
La garantía de que se trata se satisface sólo con respuestas. Las evasivas, las dilaciones, las confusiones, escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. En el marco del derecho de petición, "sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado"

Por manera que comparada la contestación suministrada por la entidad accionada frente a la petición elevada por la señora MARÍA DE LOS ÁNGELES VIDAL BEDOYA, con el fragmento antes transcrito, resulta evidente que no se ha satisfecho el querer de la actora y que por el contrario, las dudas que la asediaban antes de acudir al Seguro Social, permanecen sin que se vislumbre una solución. Nótese que la pretensión principal de la actora se encamina a que sea otra Entidad Prestadora de Salud diferente al Seguro Social la que en adelante, se encargue de brindar la protección a la cual tiene derecho.

Significa ello que la atención que le fuera suministrada por la E. P. S. Estatal no cumplió sus expectativas y dentro de su libertad de escogencia, decidió libremente afiliarse a otra entidad, en concreto la denominada COOMEVA. Lejos de satisfacer el requerimiento efectuado, la respuesta suministrada se limitó a informar que no era posible acceder a tal cambio porque primero era necesario aclarar lo concerniente con la falta de cotización del período correspondiente al mes de abril de dos mil cuatro (2004). Así las cosas, la petición elevada está a medio responder, porque no se puede perder de vista que la misma contiene la categórica solicitud de que se le permita a la peticionaria afiliarse a la E. P. S. mencionada. Lo anterior conlleva no solamente proveer una respuesta sino efectivamente remover las causas que impiden que tal traslado se lleve a cabo.
Como acertadamente lo definió el señor Juez Constitucional de primera instancia, debidamente fundamentado en jurisprudencia de nuestro máximo intérprete constitucional, se presentaba una flagrante vulneración de la garantía mencionada, entre otras razones, porque si había alguna confusión era directamente al Seguro Social al que competía solucionar su propia incongruencia, en vista de no ser fácilmente entendible que siendo la propia entidad la que configura la nómina de pensionados, deba la actora aclarar algo que sencillamente nunca estuvo bajo su control, dado que tal y como funciona el sistema de pago de mesadas pensionales, de manera automática son deducidos los aportes parafiscales antes de cancelar tales emolumentos.

La respuesta así confeccionada, lejos de ofrecer el resultado esperado, es decir permitir el traslado de la accionante, lo que hace es sembrar confusión y la obliga a permanecer contra su voluntad en una entidad que ya no desea, sin un fundamento válido, ya que por ejemplo, un argumento como la falta de determinado número de semanas cotizadas, nunca fue esgrimido, con lo cual se colige que en efecto, nada impide que se produzca el traslado pedido, exceptuando la propia situación de ambigüedad y confusión que de manera autónoma ha creado el Seguro Social y que está obligado a solucionar, para acatar los principios de eficiencia y eficacia que deben orientar a las entidades estatales.
Corolario, se desatenderán las peticiones de la impugnación y se procederá a confirmar la providencia atacada.
5.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
Primero: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito, que fuera impugnado. 
SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� Corte Constitucional. Sentencias T 198 y T 1774 de 2000. 
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